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Situac ión Ac tual :       FIRME

Texto

En Madrid, a diez de marzo de mil novecientos noventa y cinco

La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, constituida por los Excmos. Sres. expresados al margen, en virtud de la potestad conferida

por la soberanía popular, y en nombre del Rey, formula la siguiente

SENTENCIA

En grado de apelación se han visto ante la Sala los autos del procedimiento de reintegro por alcance n° 88/92, del Ramo de Haciendas

Locales, Granada, contra la Sentencia de fecha 20 de enero de 1994, dictada en primera instancia por el Consejero de Cuentas, Excmo.

Sr. Don Paulino Martín Martín. Ha sido apelante el AYUNTAMIENTO DE SANTA FE, bajo representación del Procurador, Don...,

primero, y del Letrado de la Diputación Provincial de Granada Don..., después, y apelados el Ministerio Fiscal y D..., representado por

el Letrado Don....

Ha sido Ponente el Consejero de Cuentas, Excmo. Sr. Don Miguel C. Álvarez Bonald, quien, previa deliberación y votación, expresa la

decisión de la Sala; de conformidad con los siguientes

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El procedimiento cuya Sentencia ha sido objeto de recurso se inició a consecuencia de un presunto alcance habido en la

Recaudación del Ayuntamiento de Santa Fe (Granada); y previos los trámites procesales a que hubo lugar, con fecha 20 de enero de

1994, se dictó Sentencia con el siguiente Fallo:

«Se estima la excepción planteada por el Ministerio Fiscal y en consecuencia no se entra a conocer, por falta de competencia material,

de la pretensión contenida en la demanda sobre perjuicios ocasionados a la demandante con ocasión de valores perjudicados. Se

desestima la demanda presentada por la representación del Ayuntamiento de Santa Fe (Granada) a la que se ha adherido el Ministerio

Fiscal, contra el que fuera Recaudador Municipal, DON..., por considerar indebidamente acreditado el hecho de alcance. Sin costas.

PRONÚNCIESE esta Sentencia en Audiencia Pública y NOTIFÍQUESE a las partes con la advertencia de que, en el plazo de 5 días,

pueden interponer recurso de apelación ante este Consejero de Cuentas».

SEGUNDO.- Dicha Sentencia contiene, entre otra, la siguiente fundamentación jurídica:

«2°)...Así las cosas, siendo el objeto de este procedimiento las responsabilidades contables derivadas de alcance, es a éstos a los que se

reduce el ámbito de conocimiento y competencia de este órgano jurisdiccional sin que pueda entrar a conocer, a través de este

proceso, de responsabilidades derivadas de supuestos distintos del alcance como son las que recogen en las letras b) al g) del art. 141,

las cuales han de ser, en todo caso, objeto de resolución en expediente administrativo, sin perjuicio de su revisión jurisdiccional por la

Sala de Justicia de este Tribunal (en el mismo sentido, deben citarse las Sentencias dictadas por la Sala de Justicia de este Tribunal n°

10/93 y 16/93, de 26 de febrero y 26 de marzo de 1993, respectivamente). Tampoco pueden prosperar las alegaciones hechas por la

partes en punto a la iniciación de un juicio de cuentas en el que se dilucidarán las pretensiones de responsabilidad contable derivadas

del perjuicio de valores. En efecto, la Ley 7/1988, de 5 de abril, estableció el juicio de cuentas como uno de los procedimientos que

integran el proceso contable, para dilucidar pretensiones de responsabilidad contable distintas del alcance, atribuyéndose en el art.

25 a) de la Ley Orgánica 2/1982 y 53.1 de la Ley 7/1988, de Funcionamiento del Tribunal, su conocimiento y fallo a los Consejeros de

Cuentas. Ahora bien, el juicio de cuentas queda configurado en la propia legislación del Tribunal como un procedimiento

subordinado al ejercicio de la función fiscalizadora que se atribuye al propio Tribunal. Así, cuando en el ejercicio de dicha función se

advierten tales responsabilidades contables procede, previa incoación de la correspondiente pieza separada, la iniciación del

oportuno juicio de cuentas. E1 mencionado iter procesal se deduce claramente de la lectura de los arts. 45 y 68 y siguientes de la Ley

7/1988, de Funcionamiento del Tribunal, sin que pueda sustentarse la tesis mantenida, por el demandante, en el sentido que el art. 68

de la Ley de Funcionamiento prevé un doble supuesto de iniciación de la fase jurisdiccional, bien mediante pieza separada, bien

mediante expediente administrativo que se pretende identificar con el caso que nos ocupa. Y ello porque la referencia que contiene el

art. 68 al expediente administrativo lo es al declarativo de responsabilidades contables, esto es, al tramitado y resuelto por las

Administraciones Públicas sobre responsabilidades contables distintas del alcance, al amparo del art. 144 y concordantes de la Ley

General Presupuestaria. De ellos, el Tribunal de Cuentas conoce por vía de recurso -como ya ha quedado expuesto a través de su Sala

de Justicia conforme a los arts. 41.2 de la Ley Orgánica y 54.1.a) de la Ley de Funcionamiento del Tribunal. Precisamente por ello, el

propio art.68 mantiene la disyunción en la competencia y de esta manera, si lo que se recibe es la pieza separada del art. 45, el órgano

competente es el Consejero, y si lo que se recibe es el expediente administrativo, lo es la Sala de Justicia. En conclusión, debe estimarse

la excepción planteada por el Ministerio Fiscal y, en consecuencia, no entrar a conocer, por falta de competencia material de este

Consejero de Cuentas, de las pretensiones contenidas en la demanda sobre los perjuicios ocasionados a la corporación con ocasión



de los valores perjudicados; y ello por ser ésta materia sobre la que es preciso pronunciamiento administrativo, sin perjuicio de su

revisión jurisdiccional por la Sala de Justicia de este Tribunal, conforme a los preceptos indicados y a la doctrina sentada por la Sala

de este Tribunal en las resoluciones también citadas. 3°) Como consecuencia de lo anterior, resta analizar la pretensión del

Ayuntamiento de Santa Fe sobre la existencia de un alcance en los fondos públicos de la recaudación municipal, cuantificado en UN

MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522,-ptas.) e imputable al que ejerció las funciones

de Recaudador Municipal DON... Pues bien, antes de entrar en el examen propuesto, resulta conveniente dejar sentado como cuestión

previa que, dentro de los ámbitos de esta jurisdicción y habida cuenta de la naturaleza cuasi civil de la responsabilidad contable,

cualquier imputación de ésta que provenga de un supuesto de alcance requerirá, como elemento esencial, la suficiente acreditación

del descubierto y su conexión con una conducta dolosa o gravemente negligente por parte del agente causante de la acción u omisión

desencadenante del hecho del alcance, de manera que una vez constatadas tales circunstancias, corresponderá al gestor de fondos

ajenos y públicos probar que, habiendo cumplido las obligaciones que le marca la Ley en materia de rendición de cuentas, aporta la

justificación suficiente del saldo deudor inicialmente injustificado. La situación expuesta es consecuencia de la aplicación a esta

jurisdicción del principio constitucional de la presunción de inocencia, consagrado en el art. 24.2 de la Constitución Española, y

también del reparto de la carga de la prueba que rige en este proceso, que no puede ser otro que el que se deriva del art. 1214 el

Código Civil...No obstante... existen otros hechos que han de calificarse como determinantes para una correcta valoración de los

mismos. En efecto, este carácter ha de darse a la aprobación unánime de las cuentas de la gestión recaudatoria correspondiente al

ejercicio de 1984. Así, en el folio 14 de la pieza de prueba de la demandada obra el acuerdo de la Comisión Municipal Permanente de

23 de abril de 1985, en el que así se pronuncia respecto de las rendidas en dicho ejercicio por el que fuera Recaudador, DON.... Se

trata, pues, de una resolución administrativa que, según resulta de las actuaciones, adquirió firmeza -al margen de los supuestos de

revisión de actos nulos y anulables- y ha de producir plenitud de efectos jurídicos y erga omnes. Por consiguiente, también ante este

Tribunal, que no puede entonces desconocer que hasta el 31 de diciembre de 1984 hay que presumir la regularidad de la gestión

recaudatoria encomendada al ahora demandado. Así pues, quedaría por examinar el período de recaudación correspondiente al

ejercicio de 1985, y sería a este momento al que podría imputarse el presente descubierto. En este sentido, la parte actora presenta,

como soporte de su pretensión y por tanto del alcance, dos liquidaciones efectuadas por la Depositaria Municipal sobre la base de la

documentación aportada por la Recaudación, ante la deficiente o inexistente contabilidad municipal, en las que figuran unas

diferencias en lo ingresado por el Recaudador a favor del Ayuntamiento de UN MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS

VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522,- ptas.) de las cuales SETECIENTAS CINCUENTA Y CINCO MIL CUATROCIENTAS TREINTA Y DOS

PESETAS (755.432,- ptas.) corresponden al denominado expediente de alcance n° 1 y SEISCIENTAS CINCUENTA Y CINCO MIL

NOVENTA PESETAS (655.090,- ptas.) al llamado con el n° 2. Cuando se analizan ambos expedientes se observa que en los dos figura

un desglose o conceptos tributarios y por ejercicios económicos, los cuales van desde 1979 hasta 1985, lo cual induce a pensar que el

presunto descubierto debe entenderse referido a todo el período de la gestión recaudatoria del Sr..., esto es, desde 1977 a 1985, sobre

el que, como se ha indicado, recayó aprobación municipal hasta el 31 de diciembre de 1984. Falta, por tanto, la acreditación municipal

del cargo efectuado al Recaudador en el ejercicio de 1985, único y esencial dato sobre el que puede y debe exigirse al Recaudador la

correspondiente data, de manera que su diferencia arroje la cifra exacta del alcance, en tanto, "saldo deudor injustificado" (art. 72.1

de la Ley 7/1985, de 5 de abril) del que surge la responsabilidad contable...» .

TERCERO.- Notificada que fue la meritada Sentencia se interpuso contra ella recurso de apelación por DON..., en nombre y

representación del Ayuntamiento de Santa Fe (Granada), mediante escrito datado el 10 de febrero de 1994.

CUARTO.- Por Providencia de 2 de marzo de 1994 se admite el recurso en ambos efectos y se acuerda su elevación, con todo lo

actuado, a la Sala, con emplazamiento de las partes. Comparecen ante esta Sala el instante del recurso representado por el Letrado de

la Diputación Provincial de Granada, DON... y el Ministerio Fiscal en fechas respectivas de 17 y 8 de marzo de 1994.

QUINTO.- Recibidas las actuaciones en la Sala el 10 de marzo de 1994, se acuerda en providencia del día 18 de los mismos mes y año

nombrar Ponente al Consejero de Cuentas, Excmo. Sr. D. Miguel C. Álvarez Bonald.

SEXTO.- Por diligencia de ordenación de 30 de marzo de 1994 se tienen por comparecidos y partes en este recurso al Procurador Sr...

y al Ministerio Fiscal, y presentado contra ella recurso de súplica fue desestimada tal impugnación por providencia del Ponente

fechada el 28 de junio.

SÉPTIMO.- Mediante Diligencia de ordenación de 7 de septiembre de 1994 pasan los autos al Excmo. Sr. Consejero Ponente para su

instrucción y por providencia de 16 de enero del corriente se hace saber a las partes la nueva constitución de la Sala.

OCTAVO.- El señalamiento de vista en este recurso se hace por providencia de 8 de febrero, para el día 8 de marzo de 1995. Tanto el

apelante como los apelados formulan en la vista similares alegaciones a las mantenidas en el desarrollo de la primera instancia, en los

términos que se expondrán, en síntesis, en la fundamentación jurídica de esta resolución.

NOVENO.- Se han observado las normas legales y reglamentarias en vigor; y

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Según lo prevenido en los arts. 24.2 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, 52.1.b) y 54.1.b) de la Ley de



Funcionamiento, de 5 de abril de 1988, compete a la Sala el conocimiento y decisión del presente recurso interpuesto por la

representación del Ayuntamiento de Santa Fe.

SEGUNDO.- Es sabido que aunque la fijación de los hechos y la valoración de los medios de prueba corresponde en principio al Juez

de Instancia, también el Juez o Tribunal de Apelación puede valorar las pruebas practicadas en primera instancia, así como examinar y

corregir la ponderación llevada a cabo por el Juez a quo, dado que el recurso de apelación otorga plenas facultades al Juez o Tribunal

ad quem para resolver cuantas cuestiones se le planteen, sean de hecho o de derecho, por tratarse de un recurso ordinario que

permite un novum iudicium, como en reiteradas ocasiones ha afirmado el Tribunal Constitucional (entre otras en Sentencias 124/83,

23 y 34/85, 145/87 y 194/90). Estos poderes del órgano de alzada comprenden, por tanto, la posibilidad de aplicar e interpretar

normas jurídicas con criterio diferenciado, tanto de las partes como del órgano de primera instancia; la de considerar probados o no

probados los hechos que se estimaron no probados o probados por el inferior; y la de resolver confirmando, corrigiendo,

enmendando o revocando lo decidido y recurrido, e incluso, decidir lo mismo con fundamentación diferente, aunque -eso sí- actuando

el principio de congruencia y los límites dentro de los que se plantea el recurso como ámbito que confina estos poderes. Esta

caracterización del recurso de apelación como garantía procesal adquiere total relevancia en el caso que nos ocupa, por cuanto el

apelante ha reducido sus argumentaciones en esta segunda instancia a una mera reproducción de las que ya fueron esgrimidas ante el

Consejero de Cuentas y, consiguientemente, los apelados no han hecho sino aducir, con evidente afán de síntesis y claridad, las

mismas alegaciones que ya constituyeron su núcleo fundamental de demanda tanto en la fase de alegaciones como en la de resumen de

la probatoria.

TERCERO.- Las posiciones de debate en este recurso pueden esquematizarse del modo siguiente. Por la parte apelante los argumentos

que se esgrimen son: en primer lugar, que resulta de especial relevancia la decisión de la Audiencia Provincial de Granada de acordar

la suspensión de las actuaciones penales hasta tanto se resolvieran las seguidas ante esta jurisdicción, siendo tal decisión la que llevó

al Ayuntamiento a la interposición de la demanda con el contenido que constituyó su objeto; en segundo lugar, que tanto la

jurisprudencia del Tribunal Supremo como la doctrina de la Sala avalan la tesis mantenida durante la primera instancia, en el sentido

de que lo pretendido por el Ayuntamiento no era la determinación de grados de. .perjuicio, sino la exigencia al Sr... de responsabilidad

patrimonial; y, en tercer lugar, que respecto al alcance de UN MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS VEINTIDÓS

PESETAS (1.410.522 ptas.), la existencia del mismo ha quedado suficientemente acreditada con la prueba que fue practicada ante el

órgano de primera instancia, demostrándose, en todo caso, que en el período que abarcan los dos expedientes origen del alcance, el

Recaudador demandado incumplió reiteradamente la obligación que como tal le competía de rendir cuentas de su gestión y justificar

las diferentes partidas de cargo y data.

Los apelados se oponen a las pretensiones anteriores argumentando lo que, a continuación, se expone. E1 Ministerio Fiscal, que el

perjuicio de valores no es inscribible dentro del concepto legal de alcance del art. 72.1 de la Ley de Funcionamiento, lo que genera la

falta de competencia objetiva del órgano a quo para conocer de dicho perjuicio a través del procedimiento de reintegro por alcance; y

que en relación al alcance por importe de UN MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522

ptas.) su adhesión inicial a la demanda del Ayuntamiento siempre estuvo condicionada a los resultados de la fase probatoria. Por su

parte la representación de Don... arguye así: en primer lugar, que en la Audiencia Provincial de Granada lo que se ventilaba era una

posible infidelidad en la custodia de documentos y no una malversación de fondos públicos; en segundo lugar, que deviene como

evidente la concurrencia de una excepción dilatoria por falta de competencia objetiva del juez de instancia sobre el perjuicio de

valores, en el sentido expuesto por el Ministerio Fiscal y razonado en la Sentencia; en tercer lugar, que el Ayuntamiento no ha

probado en ningún momento qué cargos hizo del Recaudador, ni qué parte de ellos ha de entenderse justificada, sin perjuicio de la

aprobación unánime de las cuentas hasta el 31 de diciembre de 1984; y, en último término, que el propio Ayuntamiento reconoce,

siquiera tácitamente, que había una mala gestión de la actividad económico-financiera, pero que dicha gestión en modo alguno puede

ser imputada al Sr... que incluso llegó a justificar cantidades superiores a las que se le habían encomendado como cargo.

CUARTO.- Los dos grandes temas sobre los que se centra la litis planteada ante esta Sala son la competencia objetiva o no del

Consejero de Cuentas, como órgano de primera instancia de la jurisdicción contable, para conocer y decidir perjuicios de valores en

un procedimiento de reintegro por alcance, y la existencia o inexistencia de un alcance en la Recaudación del Ayuntamiento apelante

por importe de UN MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522 ptas.) durante el tiempo en

que ejerció la Recaudación Don....

Conforme a la normativa vigente en el momento en que tuvieron lugar los hechos que aquí se enjuician (única a la que podemos

acogernos y que estaba constituida por los arts. 200 y siguientes del Reglamento General de Recaudación, de 14 de noviembre de

1968, y preceptos concordantes de la Instrucción General de Recaudación y Contabilidad, de 24 de julio de 1969) el llamado perjuicio

de valores es una situación de especial prevención respecto de los valores de que se trate que viene dada por el transcurso de los

plazos reglamentariamente establecidos sin que el Recaudador realice el cobro o formalice la data de los valores que le han sido

cargados. Del hecho de que unos valores lleguen a encontrarse en dicha situación deriva o puede derivar responsabilidad para los

Recaudadores, funcionarios y colaboradores que intervinieron en el proceso recaudatorio, cuya determinación exige la iniciación y

tramitación de expedientes administrativos en la forma que la legislación recaudatoria preceptúa. Cierto es que el legislador orgánico



de 1982 instauró el nuevo orden jurisdiccional contable y le atribuyó -con las cualidades de necesidad improrrogabilidad,

exclusividad y plenitud- el enjuiciamiento de las responsabilidades contables en que incurran quienes tengan a su cargo el manejo de

caudales o efectos públicos [así, art.2.b)], pero no es menos cierto que esta originaria atribución de competencia objetiva sobre la

responsabilidad contable no llevó aparejada la derogación tácita y singular de la normativa recaudatoria antes mencionada ni

tampoco, en general, la de aquella otra en que se reconocía a la Administración la posibilidad de depurar -obviamente, en vía

administrativa- las conductas de sus funcionarios, antijurídicas y culpables, que supusieran un perjuicio a los fondos públicos, y exigir

de los responsables la correspondiente indemnización patrimonial (así, arts. 140 y siguientes de la entonces Ley General

Presupuestaria de 4 de enero de 1977). Muy por el contrario, el art. 41 de la Ley Orgánica admite expresamente la posibilidad de que

las responsabilidades contables sean exigibles con arreglo a normas específicas en vía administrativa y declara subsistente el

expediente como iter procedimental enderezado a dicha exigencia, estableciendo -eso sí- tres prevenciones que singularizan tales

expedientes administrativos respecto de los demás y garantizan su entronque con la jurisdicción contable; a saber: obligación para la

autoridad que acuerde la incoación del expediente de comunicarlo al Tribunal de Cuentas (confrontar art. 4.2 del Real Decreto

700/1988), facultad de avocar el conocimiento del expediente por parte del Pleno del Tribunal de Cuentas [art.3.e) de la Ley de

Funcionamiento], e impugnación de la resolución administrativa que pusiera fin al expediente, caso de no ejercer el Tribunal de

Cuentas su potestad avocatoria, ante la Sala de Justicia [que conocerá en única instancia ex art. 54.1.a) de la Ley de Funcionamiento] y

no ante los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa. El planteamiento anterior demuestra que cuando la Administración

puede exigir responsabilidades por perjuicio en los fondos de la Hacienda al personal a su servicio, el Tribunal de Cuentas solamente

intervendrá si recaba el conocimiento del asunto o si la decisión administrativa es finalmente recurrida en vía jurisdiccional contable;

pero, en ambos casos es presupuesto ineludible la incoación del oportuno expediente por la Administración perjudicada, y no sólo

porque esa es la solución ofrecida por nuestro ordenamiento jurídico en la Ley Orgánica 2/1982 sino también, y de esta forma tuvo

ocasión de pronunciarse la Sala en Auto de 16 de octubre de 1987, porque resulta «de absoluta necesidad respetar la competencia de

la Administración». En el presente caso, el Reglamento y la Instrucción Generales que son de aplicación (insistimos en que salvados en

su vigencia por la Ley Orgánica 2/1982) obligaban a la Hacienda Pública Municipal de Santa Fe a declarar el perjuicio de los valores

cargados al Recaudador Sr... por medio de los expedientes administrativos correspondientes, y al no tramitarse estos queda vedado a

la jurisdicción contable conocer de los hechos -no inscribibles dentro del concepto de alcance según doctrina de esta Sala,

pudiéndose citar, por todas, la Sentencia n° 16/1993, de 26 de marzo, fundamento jurídico 2°- en un procedimiento de reintegro por

alcance, que tiene acotado su campo fáctico de conocimiento a supuestos de alcance o malversación ex art. 74.1ª de la Ley de

Funcionamiento. Hay otra forma de que un Consejero de Cuentas adscrito a la Sección de Enjuiciamiento hubiera conocido de estos

hechos con absoluta corrección desde el punto de vista de la vía procesal: que una vez concluido el examen y comprobación de las

cuentas correspondientes o el procedimiento fiscalizador por la Sección de Fiscalización se hubiera formado la pieza separada a que

hace referencia el art. 45 de la Ley de Funcionamiento y, ya ultimada, hubiera tenido lugar la iniciación del oportuno juicio de cuentas.

Pero esta forma tampoco se ha dado, de ahí la perfecta adecuación a Derecho de la Sentencia recurrida en cuanto la estimación de la

excepción dilatoria planteada por el Ministerio Fiscal y en cuanto a no entrar a conocer, por falta de competencia material, de la

pretensión contenida en la demanda sobre daños ocasionados a la demandante con ocasión de los valores perjudicados.

QUINTO.- En el segundo tema de los dos primeramente enunciados -la existencia o inexistencia de un alcance en la Recaudación del

Ayuntamiento de Santa Fe, por importe de UN MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522),

durante el tiempo en que ostentó la Recaudación Don...hay dos elementos a considerar: la aprobación por la Comisión Municipal

Permanente de las cuentas correspondientes al ejercicio de 1984 y la actividad probatoria desplegada por el Ayuntamiento hoy

recurrente.

El dato básico de que parte el apelante para configurar la existencia de un alcance de UN MILLÓN CUATROCIENTAS QUINIENTAS

VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522 ptas.) imputable a Don.... lo constituyen sendas liquidaciones elaboradas por la Depositaria

Municipal, en las que obrando valores desde 1970 a 1985, daban como resultado una diferencia en lo ingresado por el Recaudador de

SETECIENTAS CINCUENTA Y CINCO MIL CUATROCIENTAS TREINTA Y DOS PESETAS (755.432 ptas.) y SEISCIENTAS CINCUENTA

Y CINCO MIL NOVENTA PESETAS (655.090 ptas.), lo que hace un total de UN MILLÓN CUATROCIENTAS DIEZ MIL QUINIENTAS

VEINTIDÓS PESETAS (1.410.522 ptas.). Pues bien, independientemente de que el Recaudador ahora apelado vulneró con su conducta

los arts.784 y siguientes de la Ley del Régimen Local de 1955 y, por aplicación de su art. 742, los arts. contenidos en los preceptos 100

y siguientes del Reglamento General de Recaudación de 14 de noviembre de 1968 y las reglas 86 y 187 y siguientes de la Instrucción

de 24 de julio de 1969, es fundamental el hecho (y así fue valorado ya en Sentencia de esta Sala de 1 de julio de 1986) de que por

Acuerdo firme de 23 de abril de 1985 la Comisión Municipal Permanente de Santa Fe aprobara de forma unánime las cuentas de la

gestión recaudatoria correspondiente al ejercicio de 1984, no pudiéndose desconocerse entonces -como acertadamente razona la

Sentencia recurrida- que hasta el 31 de diciembre de 1984 ha de presumirse la regularidad de la gestión recaudatoria encomendada al

que fue demandado, por aparecer que los ingresos y sus correlativos justificantes eran ajustados a la legalidad aplicable y que existía

una total correlación entre las partidas de cargo y data.

Centrándonos pues, en el período de recaudación correspondiente al ejercicio de 1985, momento al que podría imputarse el alcance,

y partiendo de que la existencia del mismo corresponde acreditarla indubitadamente a la Administración perjudicada, este extremo no



ha sido objeto de específica actividad probatoria por parte del Ayuntamiento, que se ha limitado a la reproducción documental de los

expedientes o liquidaciones de que anteriormente se ha hecho mérito, así como de la causa penal, y ni en unos ni en otra se advierten

las diferencias correspondientes al período que el Ayuntamiento ha sancionado favorablemente (1977 a 1984) y al que afecta al

ejercicio pendiente de aprobación, faltando, por tanto, la acreditación municipal del cargo efectuado al Recaudador en el repetido

ejercicio de 1985, único y esencial dato sobre el que puede y debe exigirse al Sr... la correspondiente data, de manera que su diferencia

arroje la cifra exacta del alcance, en tanto saldo deudor injustificado del que surge la responsabilidad contable (arts.49.1 en relación

con el 72.1, ambos de la Ley 7/1988).

A pesar de lo manifestado por la parte apelante de la prueba practicada en la primera instancia no se sabe la cuenta en la que luce el

supuesto alcance, ni si todos o parte de los valores que se estiman menoscabados están o no incluidos en las liquidaciones. En suma, la

realidad del alcance no puede considerarse acreditada, al menos con el rigor que sería de esperar de los estados contables obrantes en

autos.

Téngase en cuenta que, a efectos probatorios, es fundamental en este punto el art. 1.214 del Código Civil, según el cual «incumbe la

prueba de las obligaciones al que reclama su cumplimiento, y la de su extinción al que la opone». Como se ha venido manteniendo por

la jurisprudencia y la doctrina, esta regla de juicio ha de interpretarse en el sentido de que si los hechos en que se fundamenta la

existencia de la obligación han quedado inciertos el Juez dictará una sentencia absolutoria; si, por el contrario, los que han quedado

inciertos son los hechos en los que se basa cualquier causa de exclusión o de extinción de la obligación el Juez dictará sentencia

condenatoria, si es que están ciertos los hechos que llamamos constitutivos. Siendo así, la regla de juicio adquiere una significación

parecida a la que tenía en el Derecho Romano la máxima insumbit probatur qui dicit, non quit negat, entendiendo dicit como

determinante de la alegación y pretensión. Ahora bien, dicha regla de juicio debe aplicarse al caso concreto de acuerdo con la

pretensión deducida en el juicio y de acuerdo con las normas jurídicas que son aplicables a dicha pretensión. Lo que sea hecho

constitutivo, o lo que por el contrario sea hecho impeditivo, extintivo o excluyente, no puede determinarse sino en consonancia con

las normas aplicables a la relación jurídica deducida en el juicio, de modo que tendremos que acudir a ellas para que el Juez sepa de

qué hechos depende la condena o absolución.

En el ámbito contable que nos ocupa lo fundamental es el daño producido en relación a determinados caudales o efectos públicos -

que, además, ha de ser efectivo y evaluable económicamente- y la obligación que pesa sobre el encargado de su manejo y custodia de

rendir cuentas de su gestión, con independencia de que tenga o no la condición de cuentadante ante el Tribunal de Cuentas. A partir

de aquí, si lo que la ley -léase art. 1214 del Código Civil- quiere es que los hechos constitutivos (los que forma parte del supuesto de

hechos de forma positiva y su existencia es necesaria para la creación del derecho) sean de cargo del actor y los demás lo sean del

demandado, el demandante tendrá que acreditar, por cualquiera de los medios de prueba admitidos en Derecho, que ha tenido lugar

un menoscabo en determinados fondos públicos y que la persona encargada de su manejo y custodia, por el solo hecho de ser gestor

de los mismos, tenía la obligación de responder de ellos y rendir cuenta de su inversión y empleo, justificando el destino que se les

haya dado, para que se puedan tener por suficientemente probados los hechos constitutivos de la responsabilidad contable. Admitido

lo anterior, y en el otro extremo de la relación procesal, el demandado tendrá que probar por su parte, o bien que no ha existido daño

alguno a los caudales o efectos cuestionados, o bien que ha cumplido con su inexcusable obligación cuentadataria, o bien que no era a

él a quien dicha obligación correspondía. Si no se da -como es el caso concreto que nos ocupa- esa actividad probatoria mínima y en el

sentido expuesto, no se puede afirmar en modo alguno que los hechos constitutivos resulten acreditados y que se haya producido un

menoscabo en los fondos cuestionados siendo, como así es, la valoración judicial de la prueba practicada, tanto de su existencia y

contenido como de su calificación jurídica, atribución exclusiva -y así se pronuncia reiteradamente el Tribunal Constitucional- del

juzgador, por lo que no es posible estimar suficientemente probados los hechos del demandante hoy recurrente.

SEXTO.- Mención especial y particular detenimiento merece la tesis del apelante tendente a condicionar el pronunciamiento que vaya

a adoptarse en esta jurisdicción por la decisión ya expresada por los órganos jurisdiccionales penales.

Respecto de la compatibilidad entre la jurisdicción penal y la contable esta Sala de Justicia ya ha tenido ocasión de pronunciarse en

repetidas ocasiones (citar por todas, las Sentencias de 25 de junio y 30 de septiembre de 1992, 25 y 26 de febrero de 1993, Auto de 22

de febrero de 1995, etc.), mostrándose siempre a favor ex arts.l8 de la Ley Orgánica y 49.3 de la de Funcionamiento.

En efecto, de los preceptos contenidos en la Ley Orgánica -art. 18- y en la Ley de Funcionamiento. -art. 49.3-, resulta clara la

compatibilidad entre la jurisdicción contable y la penal respecto de unos mismos hechos, pues en todo caso se enjuician

responsabilidades distintas.

Por un lado, en la jurisdicción penal se manifiesta el ius puniendi del Estado como el derecho a imponer las penas previamente

definidas a las personas criminalmente responsables. Por otro lado, la jurisdicción contable tiene por objeto el enjuiciamiento de la

responsabilidad contable definida en los arts. 38.1, en relación con los arts. 15.1 y 2.b todos ellos de la Ley Orgánica 2/82, y en el

art.49.1 de la Ley 7/ 88, que origina la indemnización de daños y perjuicios, tal y como resulta de los arts.59.1 de la Ley 7/88, que

delimita el contenido de la pretensión de responsabilidad contable, y 71.4 y 74 de la misma Ley en cuanto al contenido de las

sentencias recaídas en los juicios contables.



Esta caracterización legal de la pretensión contable, y, consiguientemente, de la responsabilidad de la misma naturaleza, de carácter

patrimonial y reparatorio, encaminada a la indemnización de los daños y perjuicios causados, determina, ante el enjuiciamiento de un

mismo hecho por los órdenes jurisdiccionales penal y contable, la no vulneración del principio constitucional de non bis in idem, pues

se contempla el mismo hecho desde diferentes perspectivas porque no existe una identidad de ámbito competencial entre la

jurisdicción penal y la contable.

Además, es de señalar -dado el carácter meramente reparador de la responsabilidad contable y nunca sancionador- que el principio

de non bis in idem no puede tener cabida en nuestro ámbito, por cuanto su ubicación ha de fijarse en el ámbito de los principios de

legalidad y tipicidad de las infracciones, constitucionalizados en el art. 25 de la Norma fundamental (Sentencias del Tribunal

Constitucional 159/1985 de 27 de noviembre, 2/1981 de 30 de enero, y 77/1983 de 3 de octubre).

Teniendo en cuenta la distinta naturaleza de la responsabilidad penal y de la contable, es claro que unos mismos hechos pueden ser

enjuiciados por ambas jurisdicciones, dado que la prevalencia del orden penal lo es sólo respecto de la fijación de los hechos y autoría

de los mismos (Sentencias del Tribunal Constitucional de 26 de julio de 1983 y de 21 de mayo de 1984), pero no respecto de la

apreciación de los hechos (Sentencia de 26 de noviembre de 1985) y de las consecuencias jurídicas que se puedan desprender de los

mismos, como así viene también a recoger la Sentencia de la Sala de 25 de febrero de 1993. En este sentido, el problema se plantea

cuando la fijación de responsabilidades civiles se lleva a cabo en la misma sentencia penal. En este supuesto hemos de tener en cuenta

que mientras para la jurisdicción contable el conocer de la responsabilidad civil derivada de determinados delitos es fruto de su

competencia básica y originaria, para la penal ese mismo conocimiento es accesorio y distinto de aquél que sustancialmente le

corresponde depurar y exigir, que no es otro que el de la responsabilidad criminal (arts. 1 y 111 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal).

Por consiguiente, en todos aquellos delitos en los que exista un daño o menoscabo en los fondos públicos, perpetrado por los que

tienen a su cargo el manejo de los mismos, si los Jueces o Tribunales Penales dictan Sentencias declarando no solo la responsabilidad

criminal sino también la civil derivada del delito, actúan con notable exceso de jurisdicción y en un ámbito de competencias que no les

es propio. Ello compromete gravemente no solo el carácter pleno y exclusivo de la jurisdicción contable, sino también su necesidad e

improrrogabilidad, notas éstas reconocidas en el art. 17.1 de la Ley Orgánica 2/1982. A estos efectos, la doctrina del Tribunal

(Sentencias de la Sala de 25 y 26 de febrero de 1993) es unánime en considerar que los pronunciamientos sobre responsabilidades

civiles contenidas en sentencias penales, no impide que el Tribunal de Cuentas pueda efectuar en su caso la correspondiente

declaración sobre responsabilidad contable, sin perjuicio de que en fase de ejecución se tenga en cuenta, en su caso, lo abonado

anteriormente, para evitar duplicidades en el reintegro al Erario Público.

Menos problemas plantean los supuestos en los que el Tribunal de Cuentas determina con carácter previo la responsabilidad

contable, dando cumplimiento a lo dispuesto en el art.49.1 de la Ley Orgánica 2/82, quedando en este caso vinculado el Tribunal Penal

en cuanto a la cuantía de los daños, construcción lógica atendiendo al art. 394 del Código Penal; y aquellos otros en los que el

pronunciamiento penal es previo al contable, reservando al Tribunal de Cuentas el enjuiciamiento de las responsabilidades contables

y consiguiente determinación de los daños sobre la base de los hechos previamente fijados por la sentencia penal.

SÉPTIMO.- Todo lo razonado conduce a la desestimación del recurso interpuesto, con expresa imposición al apelante de las costas

causados en esta instancia, al no concurrir circunstancias excepcionales que justifiquen otro pronunciamiento y ser de aplicación

supletoria, ex disposición final, segunda dos, de la Ley Orgánica 2/1982, el art. 710, párrafo 2° de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

VISTOS los preceptos citados y demás de pertinente y general aplicación, LA SALA ACUERDA el siguiente

III.- FALLO

DESESTIMAR el recurso de apelación n° 15/94, interpuesto por el Procurador de los Tribunales Don..., en nombre y representación

del Ayuntamiento de Santa Fe contra la Sentencia de fecha 26 de enero de 1994, dictada en el procedimiento de reintegro por alcance

n° 88/92, la cual se confirma en todos sus términos, imponiendo expresamente al apelante las costas causadas en esta instancia.

Pronúnciese esta Sentencia en Audiencia Pública y notifíquese a las partes, con indicación de que contra la misma cabe interponer

recurso de casación ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por los motivos y en la forma previstos en los arts. 82 y 84 y preceptos

concordantes de la Ley 7/1988, de 5 de abril, en relación con el art. 93.5 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en la

redacción dada por la Ley 10/1992 de 10 de abril. EL recurso habrá de presentarse ante la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas

dentro de los diez días siguientes al de la última notificación de la Sentencia.
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